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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

 Betteroads Asphalt LLC (Betteroads) compareció ante nos en 

recurso de revisión judicial en aras de que revisemos y revoquemos 

la Resolución que la Administración de Servicios Generales (ASG) 

emitió el 22 de abril de 2016.  Mediante dicho dictamen la agencia 

denegó la solicitud de exclusión de la compañía Super Asphalt 

Pavement Corp. (Super Asphalt) del Registro Único de Licitadores 

que había presentado la aquí compareciente.   

 Por su parte, Super Asphalt acudió ante nos en Moción de 

Desestimación donde puso en entredicho la legitimación activa de 

Betteroads.  Ante los señalamientos que inciden sobre nuestra 

capacidad revisora, nos corresponde resolver con prelación la 

misma y determinar, por tanto, si Betteroads tiene legitimación 

activa para recurrir en alzada ante nos.  Veamos la norma de 

derecho que dispone de esta controversia. 
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Como es sabido, para que los Tribunales de Justicia puedan 

intervenir en un pleito, este tiene que ser justiciable; ello como 

autolimitación al ejercicio del poder judicial.  Por lo tanto, solo 

debemos justipreciar controversias reales, definidas y concretas, 

donde existan partes con intereses antagónicos que buscan 

obtener un remedio que afecte su relación jurídica.  Amador 

Roberts et als. v. ELA, 191 D.P.R. 268, 282 (2014); Asoc. 

Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 180 D.P.R. 920, 931 (2011); E.L.A. 

v. Aguayo, 80 D.P.R. 552, 584 (1958).  Esto responde a que los 

“tribunales existen únicamente para resolver controversias genuinas 

surgidas entre partes opuestas que tienen interés real de obtener un 

remedio que haya de afectar sus relaciones jurídicas”.  (Cita 

omitida).  De esta forma, nos aseguramos de que el promovente de 

una acción posea un interés en el pleito “de tal índole que, con toda 

probabilidad, habrá de proseguir su causa de acción vigorosamente 

y habrá de traer a la atención del tribunal las cuestiones en 

controversia”.  Fund. Surfrider y otros v. A.R.Pe., 178 D.P.R. 563, 

572 (2010).   

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha dispuesto que las siguientes controversias no se consideran 

justiciables: (1) aquellas que versan sobre una cuestión política; (2) 

cuando una parte litigante carece de legitimación activa; (3) 

cuando sucesos ocurridos con posterioridad a la presentación de 

un pleito convierten la controversia en académica; (4) aquellos 

pleitos donde las partes envueltas buscan obtener una opinión 

consultiva; y (5) cuando la causa de acción no está madura.  Asoc. 

Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra, a la pág. 932; U.P.R. v. 

Laborde Torres y otros I, 180 D.P.R. 253, 280 (2010); Noriega v. 

Hernández Colón, 135 D.P.R. 406, 421-422 (1994).   

 Como vimos, la legitimación activa constituye uno de los 

instrumentos autolimitación y prudencia judicial, el cual —en 
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términos generales— va dirigido a determinar quién es la persona 

que puede acudir al tribunal a vindicar sus derechos.  Asoc. 

Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra, a la pág. 942.   

Respecto a la legitimación activa necesaria para presentar 

un recurso de revisión judicial al amparo del procedimiento 

adjudicativo de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

(LPAU), cabe destacar que la misma se debe distinguir de la 

legitimación activa requerida para participar en el proceso ante la 

agencia.  Por cuanto el hecho de que una persona natural o 

jurídica haya participado en el proceso administrativo no 

necesariamente significa que esta poseerá la legitimación requerida 

para la intervención judicial.  Muns. Aguada y Aguadilla v. JCA, 

190 D.P.R. 122, 134 (2014); Fund. Surfrider y otros v. A.R.Pe., 

supra, a la pág. 574.  Para que ello suceda el litigante que acuda al 

foro judicial deberá demostrar no solo que es parte sino que está 

adversamente afectado por la decisión administrativa.  Veamos 

cada componente de la legitimación activa en el ámbito 

administrativo. 

 Respecto al primer requisito, la LPAU define “parte” como 

toda persona o agencia autorizada por ley a quien se dirija 

específicamente la acción de una agencia o que sea parte en dicha 

acción, o que se le permita intervenir o participar en la misma, o que 

haya radicado una petición para la revisión o cumplimiento de una 

orden, o que sea designada como parte en dicho procedimiento.  

Sec. 1.3 de la Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, mejor conocida como la LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 2102(j).  

Consecuentemente, se consideran “parte” para los efectos de la 

revisión judicial el promovido o el promovente, esto es, la persona 

objeto de la acción administrativa, así como aquellas personas 

naturales o jurídicas a quienes, por haber participado e intervenido 

en el procedimiento administrativo, la agencia las hizo partes —
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previa solicitud formal al efecto y debidamente fundamentada— 

mediante el mecanismo de intervención.  Fund. Surfrider y otros v. 

A.R.Pe., supra, a la pág. 576. 

 Sobre el elemento “adversamente afectada”, nuestro Tribunal 

Supremo precisó que dicha frase significa que la parte recurrente 

tiene un interés sustancial en la controversia porque sufre o sufrirá 

una lesión o daño particular que es causado por la acción 

administrativa que se impugna mediante el recurso de revisión 

judicial.  El daño tiene que ser claro, específico y no puede ser 

abstracto, hipotético o especulativo.  Fund. Surfrider y otros v. 

A.R.Pe., supra, a la pág. 579.  Por consiguiente, a pesar de que 

nuestra jurisprudencia reconoció que la lesión se puede basar en 

consideraciones ambientales, recreativas, espirituales o estéticas, 

ello no significa que la puerta esté abierta de par en par para la 

consideración de cualquier caso que desee incoar cualquier 

ciudadano en alegada protección de política pública.  Lozada 

Sánchez et al. v. JCA, 184 D.P.R. 898, 919 (2012).   

 Ahora bien, el peso de probar que se tiene legitimación activa 

para recurrir en revisión judicial recae sobre la persona que 

solicita nuestra intervención.  Esta legitimación se demuestra 

mediante la alegación de hechos que permitan el foro judicial 

constatar que es parte adversamente afectada por la decisión que se 

impugna.  Fund. Surfrider y otros v. A.R.Pe., supra, a la pág. 585. 

 En el caso de marras, al examinar detenidamente los 

documentos que obran en el expediente a la luz de la norma antes 

detallada, advertimos que Betteroads carece de legitimación activa 

para recurrir en alzada, pues esta no se considera parte 

adversamente afectada por la decisión de la ASG. 

 Surge de los folios sometidos que Betteroads solicitó ante la 

ASG la descualificación de Super Asphalt del Registro Único de 

Licitadores por esta alegadamente ser un alter ego de varias 
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compañías que habían sido suspendidas del referido registro y por 

esta realizar falsas representaciones.  Sin embargo, luego de 

examinar los escritos de Betteroads y de Super Asphalt en unión a 

la evidencia allí sometida, la ASG denegó la solicitud de exclusión 

sometida ante su consideración por falta de prueba que 

demostrara las imputaciones realizadas.   

Insatisfecha con el desenlace ante la agencia administrativa, 

Betteroads recurrió en alzada ante nos.  Ahora bien, en su recurso 

de revisión judicial más allá de develar un interés de proteger el 

erario y el afán de velar por el cumplimiento de la ley, Betteroads 

no expuso cuál es la lesión o daño que sufre o sufrirá con la 

decisión administrativa.  Es ante la solicitud de desestimación 

presentada por Super Asphalt que el aquí compareciente manifestó 

en su Breve Oposición a la Moción de Desestimación que [l]a 

Resolución de 22 de abril de 2016 de la ASG afectó el derecho de 

Betteroads de participar como licitador gubernamental bajo unos 

términos de competencia y legitimidad que cumplan con las 

disposiciones de la Ley Núm. 458 del Código de Ética y del 

Reglamento Núm. 8182.  El resultado de tal determinación 

administrativa —de no haber sido oportunamente revisada— 

hubiese llevado a Betteroads a tener que participar en procesos de 

compra gubernamentales en competencia con otro licitador y 

suplidor que se ha prestado a servir de testaferro de empresas 

proscritas.   

Ahora bien, entendemos que ello no puede considerarse 

como el daño claro y específico, no abstracto, hipotético o 

especulativo que requiere nuestro ordenamiento jurídico en 

materia de legitimación activa.  Todo lo contrario, ello constituye 

un daño abstracto y especulativo.  Nada concreto se expuso 

respecto a por qué Betteroads es parte adversamente afectada por 

la decisión de ASG.  Además, aunque loable su deseo de proteger el 
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interés público ello tampoco se considera el daño particular exigido 

para la legitimación activa.  Por lo tanto, es claro que Betteroads 

no cumplió con su carga probatoria al no demostrar que esta tenía 

legitimación activa para comparecer en revisión judicial ante nos.  

En vista de ello, esta Curia apelativa carece de jurisdicción para 

atender en los méritos de la causa de epígrafe, por lo que procede 

desestimar el recurso instado.  Regla 83(B)(1) y (C) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 83(B)(1) y 

(C).   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

La juez Rivera Marchand concurre con el resultado sin 

opinión escrita. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


